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San Juan de Pasto, 13 de agosto de 2025 

SJSPMA FCG Nro. 1203 

 
Señores: 
 

ASPIRANTES AL CARGO DE “AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES CÓDIGO 470 
GRADO 01” DEL PROCESO DE SELECCIÓN “1522 DEL 2020 TERRITORIAL NARIÑO” 
 
 

Ref.: AUTO ADMITE POR NULIDAD 

Acción de tutela N.º: 520014071002-2025- 0154 

  

 

Por medio del presente le comunico el auto proferido dentro del asunto de la referencia, 

mediante el cual este despacho, resolvió: 

 
“PRIMERO. – ESTARSE a lo dispuesto por el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO 
PARA ADOLESCENTES DE PASTO en auto de fecha 11 de agosto de 2024. SEGUNDO. - 
ADMITIR Y AVOCAR el conocimiento de la acción pública de tutela instaurada por la señora 
MARÍA ARLIZA BOLAÑOS ROSERO, identificada con cédula de ciudadanía 59.589.108, en 
contra de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE NARIÑO. TERCERO. – 
VINCULAR al CENTRO EDUCATIVO SAN MARTÍN PÉREZ DEL MUNICIPIO DEL ROSARIO 
(N), a la I. E SAGRADO CORAZÓN DE JESÚS DEL MUNICIPIO DEL ROSARIO (N), a la I. 
E JOSÉ ANTONIO GALÁN DE SAN BERNARDO (N), a la COMISIÓN NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL, a la señora ANA ROCÍO AGUIRRE, identificada con cédula de ciudadanía 
27.181.360 y al señor JUAN CAMILO MONTAÑO CAEZ, identificado con cédula de 
ciudadanía 1.085.340.174, los últimos por ser las personas que actualmente ocupan el cargo 
de “Auxiliar de Servicios Generales Código 470 Grado 01” en la I. E. Sagrado Corazón de 
Jesús del Municipio del Rosario (N). CUARTO. – VINCULAR al presente trámite tutelar a los 
aspirantes al cargo de “Auxiliar de Servicios Generales Código 470 Grado 01” del proceso de 
selección “1522 del 2020 Territorial Nariño”. QUINTO. – Córrase traslado por el termino de 
dos (02) días, de acuerdo con el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991 del escrito de tutela y 
de los documentos presentados por la parte actora, a la entidad accionada y a los vinculados, 
a fin de que hagan uso del derecho de contradicción que les asiste y presenten un informe 
detallado sobre los hechos que motivan la acción pública, así como las pruebas que pretende 
hacer valer. Háganse las advertencias de rigor, conforme a lo estipulado en el artículo 20 del 
Decreto 2591 de 1991. SEXTO. – ORDENAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DEPARTAMENTAL DE NARIÑO, que proceda de manera inmediata a publicar la presente 
providencia, la acción de tutela y sus anexos en su página web institucional, así como también 
todas las providencias que se surtan en el presente proceso con el fin de notificar y correr 
traslado a los aspirantes al cargo de “Auxiliar de Servicios Generales, Código 470, Grado 01, 
correspondiente al proceso de selección “1522 de 2020 Territorial Nariño.”, para que, quienes 
se encuentren interesados se pronuncien sobre la misma. Para lo anterior, se anexa el link 
del expediente digital, a fin de que, también sea publicado por la SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE NARIÑO con el fin de dar por surtida la notificación de 
todas las decisiones que se emitan en el curso del presente trámite de tutela: https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j02pmagpasto_cendoj_ramajudicial_gov_co/Et-
JSkPgTGtFrTmhMDW9MlQBClPoG1gO2dObxN8AviuWtg?e=vFjc2y Asimismo, se le 
requiere que, una vez realizada la publicación, de manera inmediata remita a este despacho 
la respectiva constancia de la misma, a fin de ser anexada al proceso. SÉPTIMO. – Tener 
como medios de prueba los documentos anexos al escrito de tutela presentados por la parte 
accionante. OCTAVO. – En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 16 del Decreto 2591 de 
1991, el artículo 5 del Decreto 306 de 1992 y, a la línea jurisprudencial de la Corte 
Constitucional, notifíquese la admisión de la acción instaurada a las partes, de manera 
personal o en su defecto por el medio más expedito (rápido y oportuno) y eficaz (conocimiento 
efectivo y fidedigno del contenido de la providencia).” 
 

mailto:j02pmagpasto@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j02pmagpasto_cendoj_ramajudicial_gov_co/Et-JSkPgTGtFrTmhMDW9MlQBClPoG1gO2dObxN8AviuWtg?e=vFjc2y
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j02pmagpasto_cendoj_ramajudicial_gov_co/Et-JSkPgTGtFrTmhMDW9MlQBClPoG1gO2dObxN8AviuWtg?e=vFjc2y
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j02pmagpasto_cendoj_ramajudicial_gov_co/Et-JSkPgTGtFrTmhMDW9MlQBClPoG1gO2dObxN8AviuWtg?e=vFjc2y


REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES 
FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS 

Juzgado Segundo Penal Municipal con Función de Control de Garantías para Adolescentes 
Correo: j02pmagpasto@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

 

 
Se adjunta el escrito de tutela, todos los anexos allegados al expediente y la providencia de 
manera electrónica.  
 
Atentamente. 
 
 
 
 
DIANA SOFIA CUELLAR RICAURTE 
Oficial Mayor (E) 
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ACCIÓN DE TUTELA:   5200140710022025-0154-00 

ACCIONANTE:   MARÍA ARLIZA BOLAÑOS ROSERO 

ACCIONADO:    SECRETARÍA DE EDUCACIÓN  

     DEPARTAMENTAL DE NARIÑO 

LINK EXPEDIENTE DIGITAL:  52001407100220250015400 
 

 

San Juan de Pasto, doce (12) de agosto de dos mil veinticinco (2025) 
 

 

   En el marco de la presente acción constitucional, en virtud de la impugnación interpuesta en contra del 

fallo emitido el 25 de julio de 2025 por este despacho, el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO 

PARA ADOLESCENTES DE PASTO, mediante auto de 11 de agosto resolvió decretar la nulidad de lo 

actuado a partir del auto admisorio, debido a que no se constató la publicación de las providencias surtidas 

dentro del presente trámite en la página institucional de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

DEPARTAMENTAL DE NARIÑO con el fin de notificar y correr traslado a los aspirantes al cargo de 

“Auxiliar de Servicios Generales, Código 470, Grado 01, correspondiente al proceso de selección “1522 de 

2020 Territorial Nariño.” 

 

Por lo anterior, este despacho dispone estarse a lo dispuesto por el superior jerárquico, no obstante, 

respecto de la decisión tomada por el ad quem, se debe resaltar algunas observaciones, toda vez, que en 

el expediente sí obra constancia de la publicación del auto admisorio, el escrito de tutela y sus anexos en 

la página institucional de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE NARIÑO, la cual 

puede ser encontrada en el anexo “08RespuestaGobernación” desde la pagina 1 hasta la 6, situación que 

también se puede verificar en el siguiente link: https://sed.narino.gov.co/2025/07/accion-de-tutela-

interpuesta-por-maria-arliza-bolanos-rosero/, sin que ninguno de los aspirantes al cargo de “Auxiliar de 

Servicios Generales, Código 470, Grado 01, correspondiente al proceso de selección “1522 de 2020 

Territorial Nariño”, haya remitido pronunciamiento alguno a esta instancia. No obstante, lo anterior, no se 

evidencia en la página institucional de la Secretaría de Educación Departamental de Nariño la publicación 

del fallo de primera instancia proferido el 25 de julio de 2025. 

 

Por lo anterior, el JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIONES 

DE CONTROL DE GARANTÍAS DE PASTO, en cumplimiento de lo ordenado por el JUZGADO SEGUNDO 

PENAL DEL CIRCUITO DE PASTO CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO PARA ADOLESCENTES, así 

como también en cumplimiento a los artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1991. 

 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. – ESTARSE a lo dispuesto por el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO PARA 

ADOLESCENTES DE PASTO en auto de fecha 11 de agosto de 2024. 

 

SEGUNDO. - ADMITIR Y AVOCAR el conocimiento de la acción pública de tutela instaurada por la señora 

MARÍA ARLIZA BOLAÑOS ROSERO, identificada con cédula de ciudadanía 59.589.108, en contra de la 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE NARIÑO. 

 

TERCERO. – VINCULAR al CENTRO EDUCATIVO SAN MARTÍN PÉREZ DEL MUNICIPIO DEL 

ROSARIO (N), a la I. E SAGRADO CORAZÓN DE JESÚS DEL MUNICIPIO DEL ROSARIO (N), a la I. E 

JOSÉ ANTONIO GALÁN DE SAN BERNARDO (N), a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, a 

la señora ANA ROCÍO AGUIRRE, identificada con cédula de ciudadanía 27.181.360 y al señor JUAN 

CAMILO MONTAÑO CAEZ, identificado con cédula de ciudadanía 1.085.340.174, los últimos por ser las 

personas que actualmente ocupan el cargo de “Auxiliar de Servicios Generales Código 470 Grado 01” en 

la I. E. Sagrado Corazón de Jesús del Municipio del Rosario (N). 
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CUARTO. –  VINCULAR al presente trámite tutelar a los aspirantes al cargo de “Auxiliar de Servicios 

Generales Código 470 Grado 01” del proceso de selección “1522 del 2020 Territorial Nariño”. 

 

QUINTO. – Córrase traslado por el termino de dos (02) días, de acuerdo con el artículo 19 del Decreto 

2591 de 1991 del escrito de tutela y de los documentos presentados por la parte actora, a la entidad 

accionada y a los vinculados, a fin de que hagan uso del derecho de contradicción que les asiste y 

presenten un informe detallado sobre los hechos que motivan la acción pública, así como las pruebas que 

pretende hacer valer. Háganse las advertencias de rigor, conforme a lo estipulado en el artículo 20 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

SEXTO. – ORDENAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE NARIÑO, que proceda 

de manera inmediata a publicar la presente providencia, la acción de tutela y sus anexos en su página web 

institucional, así como también todas las providencias que se surtan en el presente proceso con el fin de 

notificar y correr traslado a los aspirantes al cargo de “Auxiliar de Servicios Generales, Código 470, Grado 

01, correspondiente al proceso de selección “1522 de 2020 Territorial Nariño.”, para que, quienes se 

encuentren interesados se pronuncien sobre la misma. 

 

Para lo anterior, se anexa el link del expediente digital, a fin de que, también sea publicado por la 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE NARIÑO con el fin de dar por surtida la 

notificación de todas las decisiones que se emitan en el curso del presente trámite de tutela:  

 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j02pmagpasto_cendoj_ramajudicial_gov_co/Et 

JSkPgTGtFrTmhMDW9MlQBClPoG1gO2dObxN8AviuWtg?e=OOj9Eo 

 

Asimismo, se le requiere que, una vez realizada la publicación, de manera inmediata remita a este 

despacho la respectiva constancia de la misma, a fin de ser anexada al proceso. 

 

SÉPTIMO. – Tener como medios de prueba los documentos anexos al escrito de tutela presentados por la 

parte accionante. 

 

OCTAVO. – En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, el artículo 5 del 

Decreto 306 de 1992 y, a la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional, notifíquese la admisión de la 

acción instaurada a las partes, de manera personal o en su defecto por el medio más expedito (rápido y 

oportuno) y eficaz (conocimiento efectivo y fidedigno del contenido de la providencia). 

 

 

     RADÍQUESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

                                                                          

                          

JOHANNA SHIRLEY ZARAMA GUERRERO 
Jueza Segunda Penal Municipal para Adolescentes                                                                                              

Función de Control de Garantías (E) 
 



San Juan de Pasto, julio del 2025 

Señor 
JUEZ CONSTITUCIONAL DE PASTO 
(Reparto de Tutela). 
 

Referencia: Solicitud de Amparo de Tutelar 

 

ACCIONANTE: MARIA ARLIZA BOLAÑOS ROSERO. 

C.C. 59.589.108 

ACCIONADO: SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
DEPARTAMENTAL DE NARIÑO. 

DIRECCIÓN: Barrio Pandiaco, Cra. 42B #18A-85, 
Pasto, Nariño. 

TELÉFONOS: 6027333737 

CORREO ELECTRONICO sednarino@narino.gov.co 

SOLICITUD DE 
AMPARO CONSTITUCIONAL 

DEBIDO PROCESO, DERECHO DE 
PETICIÓN, DERECHO AL MÉRITO 
IGUALDAD Y DIGNIDAD HUMANA 

 

MARIA ARLIZA BOLAÑOS ROSERO, identificada con C.C. 59.589.108, con el 

debido respeto acudo ante el despacho judicial para interponer ACCIÓN DE 

TUTELA señalando como accionado a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

DEPARTAMENTAL DE NARIÑO, en adelante SED, representada legalmente 

por el secretario de Educación Departamental Adrian Alexander Zeballosf 

Cuathin. 

La presente acción constitucional se hace necesaria, debido a que el despacho de 

la Secretaría de Educación Departamental de Nariño expidió una Resolución 3362 

del 14 de mayo de 2025, por medio de la cual se me nombra en periodo de prueba 

en el Centro Educativo San Martín Pérez del Municipio del Rosario (N), hecho que 

yo recursé en primer lugar por tratarse de un acto particular y lesivo para mi persona 

toda vez que desde el momento de la audiencia de escogencia de cargos, yo escogí 

la plaza ubicada en la I.E Sagrado Corazón de Jesús del Municipio del Rosario (N), 

a la cual nunca fui nombrada, sino que posterior a la escogencia, me llaman 

telefónicamente desde la SED para informarme que no es posible nombrarme en 

esa plaza porque hubo un inconveniente y en consecuencia me nombran de oficio 

mediante la Resolución 3362 del 14 de mayo de 2025, motivo por el cual no acepté 

dicha plaza y manifesté mi inconformidad de ser nombrada en un lugar de difícil 

acceso, además alejada de mi domicilio y mi núcleo familiar, y en consecuencia 
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interpuse recurso en contra de dicha resolución, mismo que la administración me 

negó argumentando que contra dicha resolución no procedía recurso, en vista de 

esa negativa, realicé una solicitud de prorroga para poder posesionarme, sin 

embargo esta prórroga también me fue negada y a la fecha me informan que ya no 

es posible tomar posesión del empleo al cual fui nombrada en periodo de prueba, 

debido a que ya pasaron los términos para posesionarme y en la resolución que me 

nombra en periodo de prueba dice claramente que contra dicha resolución no 

procede recurso alguno. 

El recurso de reposición presentado en contra de la resolución que me nombra en 

periodo de prueba en el Centro Educativo San Martín Pérez del Municipio del 

Rosario (N), decisión tomada por el ente nominador Secretario de Educación 

Departamental, fue rechazado, con el argumento que frente al acto administrativo 

de trámite no procede recurso alguno, por lo tanto “Los términos legales para la 

aceptación y posesión no se suspendieron ni interrumpieron, por lo que estos vencieron de 

manera definitiva el 29 de mayo de 2025”. Por lo que considero el accionado ha 

vulnerado mis derechos fundamentales al negarme el derecho a una defensa 

legítima; por el contrario, expone el rechazo en el siguiente argumento: 

“Conforme a lo anterior, el plazo máximo para aceptar y posesionarse venció el 29 

de mayo de 2025, sin que se haya cumplido lo dispuesto dentro del término legal. 

De igual manera, se precisa que la citada resolución no admitía recurso alguno, tal 

como fue indicado en su artículo 5°, en los siguientes términos: 

"Comunicar a la señora MARIA ARLIZA BOLAÑOS ROSERO, el contenido de la 

presente Resolución, a través de la Oficina de Atención al Ciudadano de la 

Secretaría de Educación, informando que contra el presente acto no procede recurso 

alguno." 

Esta misma posición fue reiterada en la Resolución No. 4009 del 19 de junio de 

2025, mediante la cual se dio respuesta al escrito presentado por usted en calidad 

de recurso. Sin embargo, al tratarse de un acto que no admite recurso alguno, tal 

como se indicó expresamente en la Resolución No. 3362 de 2025, los términos 

legales para la aceptación y posesión no se suspendieron ni interrumpieron, por lo 

que estos vencieron de manera definitiva el 29 de mayo de 2025. 

Adicionalmente, se aclara que, para poder solicitar una prórroga, es requisito previo 

haber realizado la posesión del cargo, ya que la sola emisión de la resolución de 

nombramiento no genera efectos jurídicos mientras no se formalice la aceptación y 

la posesión dentro de los términos previstos en la norma. 

En consecuencia, esta Secretaría se ve en la obligación de denegar su solicitud 

prórroga, informándole que, en futuras oportunidades, la entidad podrá abrir nuevas 

convocatorias a las cuales podrá postularse nuevamente”. 

 

La decisión de la Administración se fundamenta en la obligatoriedad que tiene la 

administración de nombrar en periodo de prueba a quienes concursamos y 



superamos todas las etapas del concurso de méritos, quedando en lista de elegibles 

y teniendo pleno derecho a una plaza de carrera administrativa, teniendo en 

consideración que existía la vacante disponible en el Centro Educativo San Martín 

Pérez del Municipio del Rosario (N), se me nombra en periodo de prueba en dicha 

Institución, desconociendo que en la audiencia de escogencias de plaza había 

manifestado escoger una plaza diferente, y al momento que me ofrecen esta nueva 

plaza, manifesté mi negativa a aceptar, por cuestiones de seguridad y distancia 

desde mi domicilio. 

La situación se agrava aún más, cuando en la resolución 3362 del 14 de mayo de 

2025, en su artículo 5° manifiesta que contra ella no procede recurso alguno, 

vulnerando además de manera evidente el debido proceso.  

Señor juez, en este caso al tratarse de un acto administrativo de carácter particular 

que afecta directamente a la persona a quien ordena el nombramiento en periodo 

de prueba, mismo que no debió negarse el recurso interpuesto como puede 

comprobarse en la respuesta emitida por la SED, esta actuación del nominador, 

vulnera mis derechos fundamentales, entre otros, el debido proceso y la igualdad 

Considero que se ha vulnerado el debido proceso toda vez que los efectos del acto 

administrativo de carácter particular alegado, lesiona mi derecho a ser tratada en 

igualdad, con el agravante que su arbitrariedad al escoger plaza en donde ellos 

deciden, lesiona enormemente mi dignidad humana toda vez que como lo expuse 

en el recurso y está demostrado, la SED, ha ocultado vacantes definitivas con mejor 

ubicación y que el despacho arbitrariamente las dejó para ofertarlas a compañeros 

que ganaron también el concurso pero que están mucho más atrás de mi ubicación 

en lista de elegibles. Así quedó demostrado en la última audiencia para estos cargos 

llevada a cabo el día 9 de julio del 2025, en donde ofertaron 10 vacantes definitivas 

de AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES o sea igual al cargo al que yo concursé 

y cuya audiencia, se llevó a cabo en el mes de marzo del 2025 y pese a denunciar 

las plazas que ahora ofertaron, el despacho informó que no había vacantes en esos 

lugares.   

La administración como NO tiene argumentos para contradecir lo manifestado en 

dicho recurso puesto que el contiene una exposición de motivos por los cuales no 

estoy de acuerdo con la decisión tomada por parte de la administración, toma la 

decisión evasiva y fácil de negar este derecho a la defensa y por ello mediante 

Resolución No. 4009 del 19 de junio de 2025, reza “ARTÍCULO 1°. NEGAR por 

improcedente el recurso de reposición interpuesto por la señora MARÍA ARLIZA BOLAÑOS 

ROSERO, identificada con cédula de ciudadanía Nro. 59.589.108 de San Bernardo, frente 

a la resolución Nro. 3362 del 14 de mayo de 2025, por las razones expuestas en la parte 

motiva del presente acto administrativo. 

 

 



 

ARTÍCULO 2°. NOTIFÍQUESE esta decisión a la interesada, en los términos de los artículos 

66 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, entregando copia auténtica de la misma, al momento de la notificación e 

informándole que en su contra no procede recurso alguno en sede administrativa.” 

Igualmente discrimina mi petición puesto que no accede al estudio hermenéutico de 

lo expuesto en dicho recurso y por lo tanto vulnera el tratamiento igualitario, toda 

vez que, a muchos actos de esta índole, se les ha notificado en debida forma y 

también se les ha concedido el respectivo recurso. 

Con base en la exposición de derechos vulnerados, solicito a su Señoría, imparta 

las siguientes o similares; 

DECLARACIONES Y ÓRDENES: 

 

PRIMERA. - DECLARE que la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL 

DE NARIÑO con la decisión de nombrarme en periodo de prueba en una plaza 

diferente a la que escogí en audiencia, por medio de la Resolución No. 3362 del 14 

de mayo de 2025, sin darme derecho de interponer recurso alguno, y desconocer 

los argumentos presentados mediante una petición respetuosa, vulnera mi derecho 

al DEBIDO PROCESO, A LA IGUALDAD Y DIGNIDAD HUMANA 

SEGUNDA. – En consecuencia, ORDENE a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

DEPARTAMENTAL DE NARIÑO, conceder el derecho al recurso y/o petición 

respetuosa y resolver conforme a derecho la exposición que en él he realizado, 

además que hasta que el recurso sea resuelto en debida forma, suspenda los 

efectos de la resolución recursada y en consecuencia se mantenga mi derecho a 

ser nombrada en periodo de prueba conforme a lo expuesto en el recurso 

rechazado.  

TERCERA. - Se ORDENE a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL 

DE NARIÑO se evalúe toda la exposición que se encuentra en el recurso, dado 

Señor Juez, que la abrupta decisión de nombrarme en periodo de prueba en una 

plaza que yo no escogí, sin los fundamentos suficientes para ello, me han hecho 

sentir discriminada frente a mis iguales compañeros de concurso que incluso han 

ocupado puestos más atrás del mío, afectada y vulnerada en cuento a mi dignidad 

humana, pues respecto a este principio, derecho y valor, la Honorable Corte 

Constitucional ha manifestado lo siguiente: 

“La dignidad humana es un valor fundamental en la Constitución Política de 

Colombia, consagrada en el Artículo 1 como fundamento del Estado y base para la 

protección de los derechos fundamentales y la promoción de la libertad, la justicia y 

la igualdad. Se entiende como la posibilidad de diseñar un plan de vida, condiciones 



materiales de existencia y la intangibilidad de bienes no patrimoniales, como la 

integridad física y moral. 

En la Constitución colombiana, la dignidad humana es un principio axial, lo que 

implica que el Estado y la sociedad deben garantizar que todas las personas puedan 

vivir con las condiciones necesarias para desarrollar su potencial y ejercer sus 

derechos sin ser sometidas a tratos indignos o humillantes. La Corte Constitucional 

ha desarrollado este concepto en varias sentencias, estableciendo que la dignidad 

humana no solo es un valor, sino también un derecho fundamental autónomo que 

implica el derecho a ser tratado con respeto y a exigir condiciones de vida acordes 

con la condición humana”. 

CUARTA. –  ORDENAR A LA SECRETARIA DE EDUCACION DEPARTAMENTAL DE 
NARIÑO, navegar conforme a la normatividad vigente y especialmente para este caso en 
el derecho que ha establecido en el Decreto 1083 de 2015, “ARTÍCULO 2.2.5.1.7. Plazos 
para la posesión. Aceptado el nombramiento, la persona designada deberá tomar 
posesión del empleo dentro de los diez (10) días hábiles siguientes. Este término podrá 
prorrogarse, por escrito, hasta por noventa días (90) hábiles más, si el designado no 
residiere en el lugar de ubicación del empleo, o por causa justificada a juicio de la autoridad 
nominadora. 
 
QUINTA. - Todas aquellas declaraciones y órdenes adicionales que su señoría estime 
pertinentes y necesarias para asegurar la protección efectiva y restitución plena de mis 
derechos fundamentales, que han sido vulnerados en el presente caso, y para prevenir 
futuras transgresiones en contra de mi integridad personal y laboral, dado que anexo todas 
las evidencias de las consecuencias en mi salud a raíz de este trato. 
 

 

PRESUPUESTOS FÁCTICOS QUE RODEAN LOS HECHOS ESPECÍFICOS 

QUE JUSTIFICAN MI SOLICITUD DE AMPARO 

 

1.- Fui empleada pública de la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL 

DE NARIÑO, ejerciendo el cargo de AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 

CÓDIGO 470 GRADO 01, nombrada en provisionalidad, desde el 14 de enero de 

2004 hasta el 15 de mayo de 2024, ejerciendo funciones en la I.E José Antonio 

Galán de San Bernardo (N). 

2.- Participé en el Proceso de selección 1522 del 2020 Territorial Nariño, para el 

cargo de AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES CÓDIGO 470 GRADO 01, 

quedando en posición meritoria dentro de la lista de elegibles, posición 270 de 331 

vacantes ofertadas, motivo por el cual fui citada a escogencia de plaza dentro de 

audiencia pública en cumplimiento del debido proceso, dentro de la cual escogí la 

plaza ubicada en I.E Sagrado Corazón de Jesús del Municipio del Rosario (N), para 

iniciar mi periodo de prueba. 

3.– Posterior a ello, me llaman de la SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

DEPARTAMENTAL DE NARIÑO, informándome que hubo una equivocación al 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866#1083


momento de ofertar las plazas, y en consecuencia no es posible nombrarme en la 

plaza que escogí en audiencia, sino que me pueden nombrar en el Centro Educativo 

San Martín Pérez del Municipio del Rosario (N), yo manifesté en la llamada 

telefónica que no estaba de acuerdo con ser nombrada en esa plaza y en 

consecuencia no aceptaba dicho nombramiento. 

4.- Pese a lo antes expuesto, soy notificada de la Resolución 3362 del 14 de mayo 

de 2025, por medio de la cual la SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

DEPARTAMENTAL DE NARIÑO efectúa mi nombramiento en periodo de prueba, 

para el ejercer el cargo de Auxiliar de Servicios Generales en el Centro Educativo 

San Martín Pérez del Municipio del Rosario (N), indicando en el artículo 5° de dicho 

acto administrativo, que contra este no procede recurso alguno. 

5.- Debo manifestarle señor Juez, que la actuación de mi empleador, contra mi 

persona, causó malestar e inconformidad, motivo por el cual el día 04 de junio de 

2025, por medio de la plataforma SAC, se radicó petición respetuosa, donde se 

expone la inconformidad y se solicita lo siguiente: 

 

7.- Como respuesta a lo antes solicitado, la SED expide Resolución No. 4009 del 

19 de junio de 2025, por medio de la cual resuelve el recurso de reposición 

interpuesto en contra de la Resolución No. 3362 del 14 de mayo de 2025, en los 

siguientes términos: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



(…) 

 

8.- En vista de que se me negó mi derecho de defensa y vulneró el debido proceso 

al no permitirme interponer recurso contra una resolución de carácter particular que 

afecta de manera directa mis derechos fundamentales, el día 01 de julio de 2025, 

radiqué igualmente por SAC una solicitud de prórroga, con el fin de poder organizar 

mi núcleo familiar en el Municipio del Rosario (N), petición que fue resuelta por la 

SED mediante oficio de fecha 08 de julio de 2025, en el cual me notifican lo 

siguiente: 

 

(…) 

 

9.- Posterior a recibir esta respuesta, acudí de manera personal a las oficinas de la 

SED, con el fin de tomar posesión del empleo, al cual fui nombrada en periodo de 

prueba, sin embargo, no se me permitió realizar la posesión, con el argumento que 

ya se encuentra vencido el plazo para ello, y que en la Resolución de nombramiento, 



claramente se estipuló que contra ella no procedía recurso alguno, razón por la cual 

la petición que presente solicitando la revocatoria, no interrumpía los términos para 

poder posesionarme y en consecuencia a la fecha se encuentran vencidos y por lo 

tanto ya no me pueden posesionar, y en consecuencia procederán a expedir el acto 

administrativo que revoca mi nombramiento. 

10.- Como puede evidenciar señor juez, la vulneración a mis derechos ha sido 

evidente, pues no solamente se desconoció mi voluntad de escogencia de plaza en 

audiencia, sino que se me impuso una plaza a la cual no estaba de acuerdo ser 

nombrada, además se vulneró mi derecho de defensa al no permitirme recursar 

dicha decisión y finalmente se pretende por parte de la administración desconocer 

mi derecho al mérito y no permitirme posesionarme al cargo para el cual concursé 

y superé todas las etapas del proceso de selección, razón por la cual acudo ante 

usted señor juez, con el fin de que proteja mis derechos fundamentales y ordene a 

la SED de trámite al recurso de reposición presentado, teniendo en cuentas las 

inconformidades ahí expuestas. 

FUNDAMENTOS DE LA PETICIÓN: 

La SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE NARIÑO emitió 

Resolución Nº 3362 con fecha del 14 de mayo de 2025, "Por medio de la cual se 

efectúa un nombramiento en periodo de prueba, de un funcionario administrativo 

(AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES)". Dicha resolución representa una potencial 

vulneración de mis derechos fundamentales, como son el DEBIDO PROCESO, 

IGUALDAD DIGNIDAD HUMANA, Me encuentro en una situación particularmente 

vulnerable, y si no se interviene desde su posición como Juez Constitucional, podría 

sufrir un daño irremediable. 

No es posible entender y aceptar de mi parte el nombramiento realizado, puesto 

que se ordena el desempeño de mis funciones en periodo de prueba en una 

institución Educativa distinta a la cual escogí en audiencia de escogencia de 

vacantes, y mas grave aun a la cual manifesté vía telefónica no estar de acuerdo en 

el nombramiento y desconocimiento mi voluntad, la administración me impuso esa 

plaza para iniciar mi periodo de prueba, sin darme ningún derecho de defensa y 

finalmente vulnerando mi derecho al mérito al pretender no aceptar mi posesión con 

el argumento que me encuentro fuera de términos para ello. 

MARCO LEGAL Y ANALISIS JURIDICO: 

PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

De acuerdo con el inciso 3 del artículo 86 de la Carta Política y el artículo 6 del 

Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es procedente para proteger los derechos 

fundamentales de los ciudadanos, siempre que ellos no tengan otro medio judicial 

ordinario, a menos que se formule como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable 



Estos presupuestos de mi parte se encuentran satisfechos, puesto que en la vía 

administrativa he agotado todos los medios a mi alcance, y al no contar con otro 

medio de defensa, me permito acudir a la presente acción, frente al rechazo de 

plano del recurso de reposición interpuesto en contra del acto administrativo 

cuestionado. 

En cuanto a la inmediatez, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la acción 

de tutela debe interponerse en un término oportuno, justo y razonable. Requisito 

que se encuentra satisfecho por cuanto la resolución cuestionada data del 19 de 

junio de 2025, término más que oportuno para acudir al juez constitucional. 

 

PROCEDENCIA DE RECURSO 

Conforme el artículo 74 del CPACA, se tiene en consideración la procedencia de 

recursos en el siguiente sentido:  

“Por regla general, contra los actos definitivos procederán los siguientes recursos: 

1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, 

adicione o revoque. 

2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional 

con el mismo propósito. 

No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de Departamento 

Administrativo, superintendentes y representantes legales de las entidades 

descentralizadas ni de los directores u organismos superiores de los órganos 

constitucionales autónomos.” 

En mi caso procede el recurso de reposición y en subsidio apelación en contra del 

acto administrativo que ordena mi nombramiento en periodo de prueba, pues es un 

acto administrativo de carácter particular, que afecta mi situación laboral y es 

definitivo, pues la decisión tomada por parte de la administración ordena el inicio del 

ejercicio de mis funciones como empleada pública y el acceso a la carrera 

administrativa y demás condiciones, las cuales debe ser susceptible de recurso y 

derecho de defensa, en donde pueda presentar mi oposición y las razones de la 

misma. 

FIRMEZA DEL ACTO ADMINISTRATIVO 

Según el artículo 87 de la ley 1437 de 2011, el cual regula la firmeza de los actos 

administrativos, se indica los siguiente: 

 “Los actos administrativos quedarán en firme: 

1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso, desde el día siguiente al de 

su notificación, comunicación o publicación según el caso. 



2. Desde el día siguiente a la publicación, comunicación o notificación de la 

decisión sobre los recursos interpuestos. 

3. Desde el día siguiente al del vencimiento del término para interponer los 

recursos, si estos no fueron interpuestos, o se hubiere renunciado expresamente a 

ellos. 

4. Desde el día siguiente al de la notificación de la aceptación del desistimiento 

de los recursos. 

5. Desde el día siguiente al de la protocolización a que alude el artículo 85 para 

el silencio administrativo positivo”. 

 

En base a lo anterior, como antes se manifestó, contra actos administrativos como 

este que ordena mi nombramiento en periodo de prueba y es una decisión definitiva, 

si procede recurso de reposición y en subsidio apelación, me permito indicar que la 

firmeza del mismo no puede tenerse en cuenta hasta tanto se resuelva el recurso 

que me fue negado y en este caso hasta resolver la presente acción constitucional 

que busca proteger y garantizar mis derechos fundamentales. 

DEBIDO PROCESO 

• Sentencia T-653 de 2006: Se establece que la administración debe cumplir 

con una secuencia de actos determinada por la ley, y que estos actos deben guardar 

relación directa o indirecta entre sí, con el fin de salvaguardar los derechos de los 

administrados. En mi caso al expedir la Resolución 3362 DE 2025, la administración 

ha vulnerado mi derecho al debido proceso, ya que ha tomado una decisión que me 

afecta mis derechos fundamentales, al decidir nombrarme en periodo de prueba en 

una institución a la cual no estaba de acuerdo, sin darme siquiera opción de 

interponer recursos en contra de dicho acto administrativo. 

Ahora bien, el derecho al debido proceso es aplicable a todas las decisiones 

administrativas, a pesar de las reglas específicas que rigen dichas actuaciones. En 

la Sentencia T-653 de 2006 se definió este derecho como: “(i) el conjunto complejo de 

condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de 

una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa (ii) que guardan relación 

directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera 

constitucional y legal. El objeto de esta garantía superior es (i) procurar el ordenado 

funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus actuaciones, y (iii) salvaguardar 

el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados.” 

 

Quisiera concluir enfatizando en la importancia de respetar los derechos de los 

trabajadores y garantizar el debido proceso en todas las decisiones administrativas, 

para así prevenir que se perpetúen injusticias y se siente un precedente negativo 

en la actuación de la administración pública, pues el nombramiento de un 



funcionario en periodo de prueba sin respetar la escogencia que hizo en audiencia 

pública, vulnera evidentemente el debido proceso. 

Por otra parte, el artículo 23 de la Constitución Política instituyó el derecho de 

petición como la prerrogativa que tiene “toda persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución”.  

A su vez, la Ley Estatutaria 1755 de 2015 reiteró que “toda persona tiene derecho 

a presentar peticiones respetuosas a las autoridades…por motivos de interés 

general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo”. 

En la sentencia C-951 de 2014, la Corte precisó que el derecho de petición está 

integrado por cuatro elementos fundamentales, a saber: “(i) la formulación de la 

petición, (ii) la resolución oportuna, (iii) la respuesta de fondo y (iv) la notificación de la 

decisión”. 

Como elementos fundamentales de este derecho, la Sentencia T-525 de 2024, 

sintetiza de manera muy didáctica, lo siguiente: 

 

“El derecho de petición “protege la posibilidad cierta y efectiva de dirigir a las 

autoridades o a los particulares, en los casos que determine la ley, solicitudes 

respetuosas, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas. 

Los obligados a cumplir con este derecho tienen el deber de recibir toda clase de 

petición. (…) 

El término de respuesta del derecho de petición “debe entenderse como un tiempo 

máximo que tiene la administración o el particular para resolver la solicitud”. Según 

la Ley 1755 de 2015, este término de respuesta corresponde, por regla general, a 

15 días hábiles para las peticiones de información y a 10 días para las solicitudes 

documentales (…) 

La respuesta a la petición debe ser de fondo, esto es: (i) clara, “inteligible y de fácil 

comprensión”; (ii) precisa, de forma tal que “atienda, de manera concreta, lo 

solicitado, sin información impertinente” y “sin incurrir en fórmulas evasivas o 

elusivas”; (iii) congruente, es decir, que “abarque la materia objeto de la petición y 

sea conforme con lo solicitado”, y (iv) consecuente, lo cual implica “que no basta con 

ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada […] sino que, si 

resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones 

por las cuales la petición resulta o no procedente (…) 

La respuesta debe ser notificada, por cuanto la notificación es el mecanismo 

procesal adecuado “para que la persona conozca la resolución de las autoridades, 

acto que debe sujetarse a lo normado en el capítulo de notificaciones de la Ley 1437 

de 2011”. Esta obligación genera para la administración la responsabilidad de actuar 

con diligencia en aras de que su respuesta sea conocida” (…)” 



La guardiana de Constitución, ha resaltado que el derecho de petición tiene un valor 

instrumental y es un medio para la protección, goce y ejercicio de otros derechos 

fundamentales. 

Adicionalmente, de vieja data la Corte Constitucional, mediante sentencia T-304 de 

1994, ha concluido que la interposición de recursos frente a actos administrativos 

hace parte del ejercicio del derecho fundamental de petición, toda vez que “a través 

de ellos, el administrado eleva ante la autoridad pública una petición respetuosa, que tiene 

como finalidad obtener la aclaración, la modificación o la revocación de un determinado 

acto” 

En este sentido, cuando se han interpuesto recursos para agotar la vía gubernativa 

y la autoridad pública a quien le han sido presentados los recursos omite resolverlos 

y no cumple con los términos legales, se encuentra vulnerando el derecho 

fundamental de petición, legitimando al administrativo para acudir ante el Juez de 

tutela, en defensa de sus derechos. 

En punto al tema, la sentencia C-007 de 2012, dice: “Si bien la normativa parcialmente 

acusada establece las reglas que rigen una determinada actuación procesal como una 

forma del derecho de petición, específicamente los recursos en contra de actos 

administrativos y su agotamiento como requisito para iniciar la actuación judicial, éstas no 

buscan, de manera general, consagrar límites, restricciones, excepciones y prohibiciones 

que afecten la estructura general y los principios del derecho. En esencia, una norma de 

esta naturaleza regula actuaciones administrativas y judiciales que, aun cuando son una 

forma del ejercicio del derecho de petición, desarrollan las especificidades en una rama del 

derecho, concretamente, la manera cómo controvertir actuaciones administrativas, pero no 

buscan definir en general la esencia del derecho de petición o fijar sus alcances y 

limitaciones por fuera de este ámbito.” 

 

IMPROCEDENCIA DE RECURSOS CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS 

Por su parte, el artículo 75 del mismo código, dice: “Improcedencia. No habrá recurso contra 

los actos de carácter general, ni contra los de trámite, preparatorios, o de ejecución excepto 

en los casos previstos en norma expresa.” 

De la norma en cita se concluye, que, si el acto administrativo es de carácter definitivo y no 

corresponde a ninguna de las excepciones previstas en la ley, el mismo debería prever la 

posibilidad de interponer los recursos de reposición y de ser el caso apelación, como el 

caso del acto administrativo que ordena mi nombramiento en periodo de prueba, el cual no 

solo es definitivo, sino que de carácter particular que afecta de manera directa mis derechos 

fundamentales. 

DERECHO A LA IGUALDAD 

El derecho a la igualdad conforme el artículo 13 de la C.P que “Todas las personas 

nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y 

gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por 



razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 

filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 

medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 

abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 

En mi caso, el derecho a la igualdad se vulnera, debido a que se me ha negado la 

posibilidad de presentar recurso contra la resolución que ordena mi nombramiento 

en periodo de prueba, pese a que en este no se respeto mi voluntad manifestada 

en audiencia de escogencia de plazas y se me nombró de manera arbitraria en una 

plaza diferente a discrecionalidad de la administración. 

DIGNIDAD HUMANA 

En resumen, la dignidad humana en la Constitución de Colombia es un valor 

supremo y un derecho fundamental que orienta la acción del Estado y de la 

sociedad, buscando garantizar que todas las personas puedan vivir con las 

condiciones necesarias para desarrollar su potencial y ejercer sus derechos en un 

marco de respeto y protección. 

La dignidad humana se soporta en los artículos 1, 42, 53 y 70 de la Constitución 

Política de Colombia, en donde se establece que la dignidad humana es un 

elemento base para la protección de los derechos fundamentales y la promoción de 

la libertad, la justicia y la igualdad. 

La sentencia T-881 de 2002 da a entender la naturaleza de la dignidad humana en 

la jurisprudencia, misma que se toma de la siguiente manera: “(i) La dignidad humana 

entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse 

según sus características (vivir como quiera). (ii) La dignidad humana entendida como 

ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) la dignidad humana 

entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad 

moral (vivir sin humillaciones). 

De otro lado al tener como punto de vista la funcionalidad, del enunciado normativo 

“dignidad humana”, la Sala ha identificado tres lineamientos: (i) la dignidad humana 

entendida como principio fundante del ordenamiento jurídico y por tanto del Estado, 

y en este sentido la dignidad como valor. (ii) La dignidad humana entendida como 

principio constitucional. Y (iii) la dignidad humana entendida como derecho 

fundamental autónomo” 

 

 

 



ACERVO PROBATORIO: 

 

 

 

CUADERNILLO DE ACERVO PROVATORIO ANEXO A LA SOLICITUD DE 

AMAPARO TUTELAR EN CONTRA DE LA SECRETARIA DE EDUCACION 

DEPARTAMENTAL DE NARIÑO 

1. Acta de posesión No. 199 del 14 de enero de 2004, por medio de la cual tomo 

posesión de mi nombramiento en provisionalidad en el cargo de AUXILIAR 

DE SERVICIOS GENERALES CODIGO 470 GRADO 01, para desempeñar 

funciones en la I.E José Antonio Galán del Municipio de San Bernardo (N). 

 

2. Resolución 12522 del 14 de septiembre de 2025, por medio de la cual se 

conforma y adopta lista de elegibles para proveer 331 vacantes para el cargo 

de Auxiliar de Servicios Generales código 470 grado 01, en dicha lista me 

encuentro en posición No. 270. 

 

3. Resolución 3362 del 14 de mayo de 2025, por medio de la cual se me nombra 

en periodo de prueba en el Centro Educativo San Martín Pérez del Municipio 

del Rosario (N). 

 

4. Derecho de petición de fecha 04 de junio de 2025, por medio de la cual 

expuse mi inconformidad y solicité la revocatoria de la Resolución 3362 del 

14 de mayo de 2025. 

 

5. Resolución 4009 del 19 de junio de 2025, por medio de la cual la SED 

resuelve mi petición de revocatoria, negándola de plano por improcedente. 

 

6. Solicitud de prórroga para tomar posesión del empleo al cual fui nombrada 

de manera arbitraria en periodo de prueba, de fecha 01 de julio de 2025. 

 

7. Oficio del 08 de julio de 2025, por medio del cual se me niega la prorroga 

manifestando que no es posible acceder a la petición por cuanto ya los 

términos para tomar posesión del empleo se encuentran vencidos. 

 

PRUEBAS DE OFICIO 

 

Solicito señor juez que como prueba de oficio se solicite a la SECRETARIA DE 

EDUCACION DEPARTAMENTAL DE NARIÑO, copia de las actas de audiencia de 



desde el 17 de marzo del 2025 en adelante, esto con el fin de que su Señoría 

evidencie lo manifestado por mí, de en fechas posteriores a mi audiencia, se 

ofertaron vacantes definitivas en lugares muchos más cercanos y esto NO obedece 

a renuncias, por el contrario las vacantes definitivas ofertadas inicialmente fueron 

331 y mi ubicación es el número 270. En múltiples tutelas y demandas se viene 

afirmando que la SED ocultó 200 vacantes definitivas y es por ello que vienen 

citando con fechas posteriores conforme la administración discrecionalmente lo 

considera, situación que considero no es legal.  

JURAMENTO: 

Bajo la gravedad del juramento, manifiesto que la solicitud de amparo constitucional 

no se ha interpuesto ante otro juzgado o Tribunal por los mismos hechos y derechos. 

COMPETENCIA: 

Por la calidad de la entidad tutelada y el ámbito de la administración, es el Juzgado 

municipal el competente para conocer el asunto presentado a su consideración. 

VIII. NOTIFICACIONES: 

 

ACCIONANTE: Por medio de correo electrónico mercedesromo72@gmail.com y 

teléfono 3136795610. 

ACCIONADO: 

- Secretaría de Educación Departamental, Dirección: Cra 42B No. 18ª-85 
Barrio Pandiaco- Pasto Teléfono: +57 602 7333737, correo electrónico: 
sednarino@narino.gov.co  
 

Atentamente, 

 

MARIA ARLIZA BOLAÑOS ROSERO. 
C.C. 59.589.108  
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